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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

   Bogotá D.C., trece (13) de junio de dos mil once (2011).

Magistrado Ponente: Doctor JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO.

Radicación No. 700011102000200900112 01 / 1962 F
Aprobado según Acta No. 58 de la misma fecha. 

OBJETO DE LA DECISIÓN

Por vía de apelación se revisa el fallo proferido el 15 de diciembre de 2010 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre
, por medio del cual declaró disciplinariamente responsable a la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), por el incumplimiento de los deberes descritos en los numerales 2° y 15 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, así como por su incursión en la prohibición prevista en el artículo 154.3 ídem, al desconocer los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1°; 530, numeral 4°; y, 531, todos del Código de Procedimiento Civil, sancionándola con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de dos (2) meses.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- El 27 de marzo de 2009, la señora Marta Aidaly Ramírez Zuluaga manifestó su inconformismo con el proceder de la Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal -Sucre-, doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, por las irregularidades presentadas al interior del proceso ejecutivo con acción mixta promovido por la Caja Agraria en Liquidación contra la empresa Agromontes de María S.A., toda vez que habiendo adjudicado desde el 22 de febrero de 2007, por vía del remate, el inmueble ubicado en la carrera 16 No. 21-41 L.3 del Municipio de “Ovejas” (Sucre) al señor Néstor Humberto Zuluaga Gómez -esposo de la quejosa-, acto procesal aprobado mediante auto del 6 de mayo del mismo año, al parecer, a la fecha de presentación de su queja, no había materializado la entrega del mencionado predio, pese a las varias solicitudes elevadas para tal fin por el adjudicatario y heredera del mismo –aquí quejosa-.

Asimismo, expuso la señora Ramírez Zuluaga, que luego de rematado el inmueble, existen deudas registradas con anterioridad a su adjudicación, mismas que -en su sentir-, debieron ser saneadas, pues el bien, para ser entregado debe estar al día, siendo entonces por ello que demandaron del Juzgado que expidiera el paz y salvo de los servicios de agua, aseo, energía eléctrica y teléfono, así como del impuesto predial, entre otros, de los cuales la Juez sólo se pronunció sobre la suma de $4.121.386.oo consignada a la Alcaldía de Ovejas por concepto del Gravamen de Impuesto Predial.  

2. Por auto del 2 de abril de 2009, con fundamento en lo previsto en el artículo 150 de la Ley 734 de 2002, se abrió indagación preliminar, disponiéndose la práctica de algunas pruebas, decisión que se intentó notificar en forma personal, pero siendo infructuosa se procedió a fijar edicto.

3. Mediante proveído del 14 de setiembre de 2009, tras encontrar acreditados los presupuestos del artículo 152 de la Ley 734 de 2002, y para los fines del artículo 154 ibídem, el a-quo ordenó la apertura de investigación disciplinaria con la finalidad de establecer la posible comisión de falta, así como la recopilación de algunos elementos probatorios,
 determinación que igualmente se intentó notificar en forma personal a la implicada, pero siendo infructuosa se procedió a fijar edicto. Asimismo, a pesar de los continuos requerimientos del Seccional de Instancia, por lograr el copio de la versión libre de la encartada, no fue posible, a pesar de mediar incluso la puesta de presente del contenido del artículo 92 del C.D.U.

4.- El 19 de marzo de 2010, la Magistrada sustanciadora, por tratarse de los mismos hechos, dispuso tramitar bajo una misma cuerda procesal el expediente radicado bajo el número 700011102000201000047 00
, asunto que surgió como consecuencia de la expedición de copias ordenada por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre.

INDIVIDUALIZACIÓN FUNCIONAL, IDENTIFICACIÓN DE LA SERVIDORA Y ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS.

Se trata de la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 45.455.291, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre).
 Asimismo, la Secretaría de esta Sala, en oficio con fecha 29 de noviembre de 2010, emitió la constancia N° 18.455, en el sentido de que la citada servidora judicial registra dos sanciones: la primera, consistente en multa impuesta mediante sentencia del 6 de diciembre de 2004, en su condición de Juez 2ª Civil Municipal de Quibdó (Chocó)
, por la infracción al deber descrito en el artículo 153.15 de la Ley 270 de 1996; la segunda, suspensión de 1 mes, en el cargo de 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), impuesta mediante sentencia del 17 de julio de 2009 por la falta descrita en el artículo 154.3 ídem
.

PLIEGO DE CARGOS

El 28 de mayo de 2010 la primera instancia formuló cargos a la servidora judicial, por presuntamente incumplir el deber descrito en el artículo 153.15 de la Ley 270 de 1996, consistente en “resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional”, en concordancia con los artículos 530, numeral 4°
 y 531
 del Código de Procedimiento Civil, pues del proceso ejecutivo objeto de debate se advertía, que la disciplinable, “a la fecha de la remisión de copias de ese expediente, a este disciplinario” -22 de septiembre de 2009-, no había hecho “entrega de un bien inmueble que había sido rematado desde el 22 de febrero de 2007”, siendo adjudicado por auto del 7 de marzo del mismo año, pese a los requerimientos efectuados por el rematante, señor Néstor Humberto Zuluaga Gómez (q.e.p.d.) y posterior heredera –aquí quejosa-.

Asimismo, se endilgó la prohibición descrita en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, consistente en “retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados”, en armonía con los artículos 37, numeral 1°
 y 39, numeral 1°
 del Código de Procedimiento Civil, dado que habiéndose entregado desde el 25 de marzo de 2003 el bien en custodia al secuestre “TEODULO PIEDRAHITA RODRÍGUEZ, quien nunca rindió informes de su administración o de sus actividades en calidad de tal…, la disciplinada sólo hasta el 26 de febrero de 2007, cuando ya era necesaria y aun demorada la entrega del inmueble al rematante, fue que procedió a requerirlo”, obviando que como Directora del proceso tenía el deber de aplicar los poderes de dirección y ordenación, dando aplicación a los artículos 9, numeral 4°, literal c) y 11 del Código de Procedimiento Civil, cuyo tenor literal es el siguiente:

“ARTÍCULO 9o. DESIGNACIÓN, ACEPTACIÓN DEL CARGO, CALIDADES Y EXCLUSIÓN DE LA LISTA. Para la designación, aceptación del cargo, calidades y exclusión de la lista de los auxiliares de la justicia se observarán las siguientes reglas:

 (…) 

4. Exclusión de la lista. Las autoridades judiciales excluirán de las listas de auxiliares de la justicia, e impondrán multas hasta de diez (10) salarios mínimos legales mensuales según el caso:

(…)

c) A quienes como secuestres, liquidadores o curadores con administración de bienes, no hayan rendido oportunamente cuenta de su gestión, o cubierto el saldo a su cargo, o reintegrado los bienes que se le confiaron o los hayan utilizado en provecho propio o de terceros, o se les halle responsables de administración negligente; (…)”.

“ARTÍCULO 11. SANCIONES. El auxiliar de la justicia por cuya culpa deje de practicarse una prueba o diligencia, será sancionado con multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales. La violación de los deberes indicados en el artículo precedente, así como el empleo de los bienes, sus productos o el valor de su enajenación, en provecho propio o de otra persona, y el retardo en su entrega, dará lugar a multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales, la cual se impondrá mediante incidente que se tramitará independientemente del proceso, sin perjuicio de las restantes sanciones y de la indemnización a que hubiere lugar”. 

Sostuvo la primera instancia, que “para que exista el incumplimiento de un deber funcional que genere consecuencias jurídicas como falta disciplinaria, es necesario que se hayan omitido los deberes funcionales como servidora judicial sin justa causa”, por lo que devenía igualmente aplicable la formulación cargos por el incumplimiento del deber descrito en el artículo 153.2 de la Ley 270 de 1996, consistente en “desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeridad, eficiencia, moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo” - trayendo a colación el contenido de los artículos 4°
 y 7°
 in fine, modificado el primero por el artículo 1° de la Ley 1285 de 2009, pues es deber de todo funcionario “garantizar a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia, la que se entiende no solo como la posibilidad de denunciar, sino que ella conlleva necesariamente el que exista una decisión de fondo oportuna que resuelva el conflicto, a la cual solo se llega en la medida en que sea pronta y cumplida”. (Sic a lo transcrito).

En punto a la calificación provisional de las faltas y forma de culpabilidad, sostuvo el a quo que de acuerdo con los criterios plasmados en los artículos 43 y 50 de la Ley 734 de 2002, las faltas señaladas en precedencia, provisionalmente se consideraban como graves culposas, pues la imputada no observó “la debida diligencia para proceder a la entrega del bien inmueble”, amén de que, “con la omisión de dar trámite eficaz, oportuno y eficiente con relación a una orden proferida por ella misma sin ejecutar las diligencias necesarias para hacerla cumplir, infringiendo las funciones propias de su cargo, las cuales se han visto incumplidas, y con ello se ha podido ocasionar menoscabo a los intereses de la aquí quejosa… y al Estado mismo en el últimas es el garante de la efectividad de las actuaciones judiciales”.
Notificada personalmente el 22 de junio de 2010, la disciplinable presentó sus descargos, los que se sintetizan de la siguiente manera:

No fue quien dispuso la entrega del bien en custodia al secuestre Piedrahita Rodríguez, pues la comisión para el embargo y secuestro la ordenó su antecesor, doctor Ramiro Pérez, diligencia atendida por el arrendatario Jhon Rodrigo Zuluaga Gómez; no fue negligente porque por auto del 7 de marzo de 2007 ordenó la entrega material; quien remató el inmueble fue Néstor Humberto Zuluaga Gómez, quien no formuló petición de entrega –infiere que por la posesión que detentaba su hermano Jhon Rodrigo-; el artículo 531 del C. de P. C., no impone el deber de entregar el inmueble al cónyuge o heredero del rematante; cuando la querellante pidió el paz y salvo, desconocía que al momento del secuestro del inmueble, éste carecía de los servicios públicos domiciliarios respecto de los cuales echaba de menos su pago, mismos que -en su sentir-, se encontraban a cargo del precitado Jhon Rodrigo, más no al producto del remate; se entera de la petición de entrega formulada por la quejosa el 19 de diciembre de 2008, pronunciándose el 27 de febrero de 2009, de suerte que no hubo mora; la querellante y el secuestre residían en Medellín, lo que le imposibilitaba su ubicación; y, finalmente, la querellante siempre tuvo la posesión material del inmueble rematado, al punto que se lo arrendó a su cuñado Jhon Rodrigo, por manera que inocua devenía la entrega cuando se encontraba “en posesión del mismo”.  

PRUEBAS

Se encuentran reseñados en el expediente los siguientes medios de convicción:

1. Oficio No. 2108 del 22 de septiembre de 2009 emanado del Juzgado 2° Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), remitiendo copia íntegra y legible del proceso ejecutivo con acción mixta promovido por la Caja Agraria en Liquidación contra la empresa Agromontes de María S.A., constante de un (1) cuaderno con 314 folios
.

2. Copia del informe del C.T.I. de fecha 24 de junio de 2010, contentivo de la misión de trabajo dispuesta al interior del proceso ejecutivo en comentario, para lograr la ubicación del secuestre y la quejosa.

3. Copia de la diligencia de entrega de bien inmueble objeto de remate en subasta pública, de fecha 25 de junio de 2010.

4. Fotografías del inmueble rematado.
  

5. Certificado de existencia y representación legal de ZULUAGA DÍAZ LTDA
.

6. Oficio No. 2870 adiado 8 de septiembre de 2010, emanado del Juzgado 2° Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), remitiendo el informe de audiencias, sentencias, autos interlocutorios, sustanciación, inspecciones judiciales, incidentes de desacato y acciones de tutela para los años 2008 y 2009.
 
7. Formulario de calificación de la disciplinable por factor organización del trabajo para los años 2007 a 2009.

TRASLADO PARA ALEGATOS FINALES

Mediante proveído del 17 de septiembre de 2010 se da traslado a la disciplinable por el término de 5 días para que alegue de conclusión y posteriormente al Ministerio Público para que emita concepto, quienes guardaron completo hermetismo.

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante providencia de fecha el 15 de diciembre de 2010, el A Quo, declaró disciplinariamente responsable a la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), por el incumplimiento de los deberes descritos en los numerales 2° y 15 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, así como por su incursión en la prohibición prevista en el artículo 154.3 ídem, al desconocer los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1°; 530, numeral 4°; y, 531, todos del Código de Procedimiento Civil, sancionándola con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de dos (2) meses.

Lo anterior, por cuanto si bien la funcionaria no fue quien ordenó la entrega del inmueble al secuestre, menos que fuera ella quien lo designó, debió requerir al auxiliar de la justicia para que rindiera cuentas de su gestión, agregando que la primera intervención de la funcionaria en el proceso tuvo lugar el 17 de junio de 2003 cuando nombró perito avaluador, amén de que, fueron 17 veces que ingresó el expediente al despacho para surtir distintas actuaciones, sin que la inculpada se diera “a la tarea de revisar el proceso, pues de haberlo hecho, se hubiera percatado que en esos cuatro años nunca el señor Piedrahita Rodríguez… rindió informe alguno sobre su gestión como custodio y administrador”, situación de la que se percató hasta el 26 de febrero de 2007.

Sostuvo el a quo que no era cierta la afirmación de la disciplinable, en el sentido de que no mediaba petición de entrega del rematante, cuando para los días 22 y 26 de febrero de 2007 éste hizo lo propio.

Respecto a que no existía norma que impusiera el deber de entregar el inmueble a la heredera –aquí quejosa-, argumentó la primera instancia que aquélla acreditó la calidad de “cónyuge supérstite del rematante”, en virtud de la sucesión procesal protocolizada y elevada a escritura pública ante Notario, por manera que la querellante estaba plenamente facultada para solicitar a la Juez la entrega real y material del inmueble.

Que, aún cuando el acta de entrega del 25 de junio de 2010 advertía que el inmueble rematado se encontraba en posesión de Jhon Rodrigo Zuluaga Gómez, no menos cierto era que la formalización de la entrega jamás tuvo lugar, por lo menos en cabeza de la quejosa, y menos que la misma lo hubiera arrendado al precitado, quien reconoció su calidad de arrendatario para los años 2002 a 2006 sí, pero siendo arrendadora la empresa Agromontes de María S.A., de suerte que se hacía imperioso que la disciplinable “diera cabal cumplimiento a su misma orden de entrega del inmueble que profirió mediante auto del 07 de marzo de 2007, tal como lo dispone el art. 531 del CPC. lo cual solo vino a llevar a cabo el 25 de junio [de 2010], es decir, un mes después de la formulación de cargos… y 3 años y medio después de haber sido adjudicado”.
Sostuvo que si bien la producción de la funcionaria era considerable, ello no desvirtuaba su prolongada conducta omisiva, al no procurar la entrega del inmueble en un término razonable, pues a pesar de haberlo ordenado, ante el silencio del secuestre, a voces del artículo 531 del C. de P. C., contaba con 15 días para lograrlo, siendo su deber hacer uso de los poderes de ordenación, instrucción y disciplinarios previstos en los artículos 37.1 y 39.1 ejusdem, frente al hecho de que ante el incumplimiento del secuestre de cualquiera de los deberes consagrados en el artículo 10 ídem, debió aplicar las sanciones previstas en los “artículos 9° numeral 4° literal c) y 11” ibídem “para obligarlo a cumplir con sus deberes..., entre otros, rendir informes mensuales de su administración y del saneamiento en el pago de los servicios públicos”.

DE LA APELACIÓN

Dentro de la oportunidad legal, la disciplinable apeló la decisión que se dejó mencionada, señalando que antes de entregar el bien inmueble, debían realizarse una serie de diligencias procesales con la finalidad de aprobar el remate, entre ellas, la certificación de pago del impuesto predial que se obtuvo hasta el 26 de febrero de 2007, luego de lo cual imparte aprobación a la almoneda, obteniendo la rendición de cuentas del secuestre el 7 de marzo misma anualidad, a quien requirió la respectiva entrega; la nulidad invocada por la apoderada del extremo pasivo de la litis, “impidió la entrega del bien hasta que se resolviera”, pues hacerlo la haría incursa en el delito de prevaricato; el derecho de petición presentado el 13 de junio de 2008 no traía inmersa la entrega del predio, por lo que no podía atribuírsele mora, máxime cuando no podía actuar de manera oficiosa; para entregar el inmueble, tuvo que librar comisión de trabajo al C.T.I. para ubicar al secuestre y la quejosa, quien no tenía derecho de postulación; la mora sólo se cuenta a partir del momento en que ingresa el expediente al despacho; y, finalmente, a pesar del reconocimiento de la buena producción laboral, dicha circunstancia no se le tuvo en cuenta, lo que conlleva a la vulneración de la responsabilidad subjetiva. Así, la disciplinable deprecó su absolución ordenando consecuentemente el archivo de las diligencias.

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA

El día 04 de abril de 2011, se dispuso correr traslado al Ministerio Público para que rindiera concepto y a la funcionaria inculpada, para que alegara de conclusión. Corridos los términos, éstos guardaron silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.-  Competencia.

Esta  Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer de las decisiones  proferidas en primera instancia por los Consejos Seccionales de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en relación con las investigaciones adelantadas contra funcionarios, de conformidad con lo establecido en los artículos 256, numeral 3° de la Carta Política y 112, numeral 4° de la Ley 270 de 1996.

Previo a abordar el análisis del material probatorio allegado al plenario, la Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del Estado, se concreta en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dada la especial sujeción de éstos al mismo, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional. De esta manera se pretende que el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se realice dentro de una ética del servicio público, con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que deben caracterizar sus actuaciones. 

En este orden de ideas, en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado.  

De lo anterior se deduce que lo que genera el reproche al servidor judicial no es propiamente la voluntad de lesionar intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto y defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan. 

Es así como el artículo 196  de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria, en los siguientes términos: 

“Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

2.- Estudio de fondo del asunto.

Conforme a los planteamientos de la funcionaria encartada en el recurso de alzada, corresponde ahora determinar si acertó o no el a quo al proferir sentencia sancionatoria en contra de la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), a quien se le formularon cargos por el incumplimiento de los deberes descritos en los numerales 2° y 15 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, así como por su incursión en la prohibición prevista en el artículo 154.3 ídem, al desconocer los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1°; 530, numeral 4°; y, 531, todos del Código de Procedimiento Civil.

En el caso que se analiza, se tiene que la primera imputación devino porque presuntamente la inculpada incumplió el artículo 153.15 de la Ley 270 de 1996, consistente en “resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de los términos previstos en la ley y con sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función jurisdiccional”, pues a pesar de haber dispuesto por auto del 7 de marzo de 2007 “La entrega por el secuestre al rematante de los bienes rematados”, tal como se lo permitía el artículo 530, numeral 4° del C. de P. C., para el 22 de septiembre de 2009, no había cristalizado su propia orden.

Pues bien, tal como lo sostuvo la primera instancia, se tiene que a voces del artículo 531 ibídem “Si el secuestre no cumple la orden de entrega de los bienes dentro de los tres días siguientes a aquel en que la reciba”, la funcionaria debía efectuarla “en un plazo no mayor a quince días”, al margen de que en materia civil la justicia sea rogada, lo cierto es que medió petición de entrega por el extinto Néstor Humberto Zuluaga Gómez para los días 22
 y 26
 de febrero de 2007, por lo que ante el silencio del secuestre Piedrahita Rodríguez cuando en su memorial del 14 de marzo siguiente, además de obviar su responsabilidad frente al “manejo, administración o recibo de las sumas que por concepto de pago de arrendamiento se debía cancelar a la sociedad AGROMONTES DE MARÍA S.A.”, reconociendo el recibo del inmueble en su “entidad material”, bastaba para requerir el cumplimiento de la orden dispuesta en el numeral 4° del auto del 7 de marzo de 2007 relacionado con la entrega del inmueble al rematante.

Era a partir de la aprobación que debía verificarse su cumplimiento, haciendo gala de lo que con especial cuidado disponen los artículos 37.1 y 39.1 del Código de Procedimiento Civil, pero la funcionaria optó por mostrarse impávida frente al silencio del secuestre, sin que pueda exculparse en una petición de nulidad que surgió con posterioridad a la aprobación del remate, porque como bien lo sostuvo la inculpada en el interlocutorio del 18 de diciembre de 2007, “las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias, antes de que se dicte sentencia, o durante la actuación posterior si ocurrieron dentro de ella”, de suerte que presentándose la solicitud de nulidad el 25 de abril de 2007 y siendo aprobado el remate el 7 de marzo de 2007, nada le impedía materializar la entrega del inmueble.

Ahora, si bien el 17 de junio de 2008
, como consecuencia del infortunado deceso del rematante, la querellante obvió recordarle en su derecho de petición a la funcionaria investigada que debía materializar la entrega del inmueble, no lo es menos que el 19 de diciembre de ese mismo año estaba haciendo lo propio,
 lo que ello sólo se cumplió hasta el 25 de junio de 2010, según el acta que la misma inculpada allegó,
 escenario en que la inculpada no tuvo reparo en reconocer la calidad de heredera del rematante, y no tendría por qué negar una sucesión procesal plenamente acreditada -como lo hizo en sus descargos-, máxime cuando el artículo 52 del C. de P. C., así lo permitía, dada la calidad de cónyuge supérstite de la quejosa para con el rematante.

Y es que no se explica la salida procesal de la inculpada cuando manifiesta la imposibilidad de ubicar a la quejosa y el secuestre si su intención era no entregarle a la primera –por ausencia de derecho de postulación-, el inmueble rematado; además, ningún informe del C.T.I. debía procurarse frente a tales circunstancias, cuando, entre otras, ninguna duda ofrecía el diligenciamiento respecto al lugar de ubicación de la quejosa, en tanto en el memorial del 17 de junio que se dejó mencionado, ésta anunciaba para efectos de notificaciones “la dirección MA B3 D11 Mercado El Papayo de Sincelejo”
, ora que el auxiliar de la justicia Piedrahita Rodríguez para el 14 de marzo de 2007 acudió al llamado que le hicieran a la Carrera 16 No. 34A-25 del barrio las Mercedes en el Municipio Ovejas (Sucre) -sin entregar el inmueble claro está-, personaje respecto del cual el mismo Jefe de Sección de Investigación del C.T.I. – Sincelejo, señor Wilson Uribe Mantilla no tuvo reparo en señalar que “ya estaba enterado, porque había recibido la citación”
, la misma que obra a folios 326 y 327 dirigida a la referida dirección.

Se encuentran entonces colmado los requisitos previstos en el artículo 142 del CDU para proferir sentencia sancionatoria, pues se tiene la certeza sobre la existencia objetiva de la falta descrita en el artículo 153.15 de la Ley 270 de 1996 y el grado subjetivo de responsabilidad con que actuó la disciplinada, toda vez que el comportamiento enrostrado se aviene descuidado, pues como lo sostuvo el Seccional de Instancia, se afectó “la eficiente y oportuna administración de justicia”, no sin antes precisar que la entrega del inmueble rematado no se produjo en un “término razonable”, habiendo distado algo más de 3 años entre el primer requerimiento –febrero de 2007- y la entrega real y material –junio de 2010-, obviando el término que con especial cuidado dispone el artículo 531 del Código de Procedimiento Civil.
Similar situación acontece respecto a la prohibición descrita en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, consistente en “retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados”, pues evidentemente el 17 de junio de 2003 la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA había tenido su primera intervención en el proceso ejecutivo objeto de debate nombrando perito avaluador del inmueble perseguido, calenda para la que obraba por obvias razones la diligencia de secuestro practicada al predio a rematar desde el 25 de marzo de 2003, por manera que desde la referida cronología, tal como lo sostuvo la primera instancia, mediando 17 intervenciones judiciales de la disciplinable en el expediente, fácil le resultaba colegir -dada su larga trayectoria profesional-, que sin haber “rendido oportunamente cuenta de su gestión” el auxiliar de la justicia, tal como lo ordena el artículo 9, numeral 4°, literal c) del Código de Procedimiento Civil, se hacía necesario la imposición de las medidas de control disciplinario que en ese tipo de diligenciamientos consideró viable el artículo 11 ibídem, cual es la imposición de una multa, situación advertida por la disciplinable hasta el 26 de febrero de 2007, cuando optó por requerir al secuestre “para que rinda informe de su administración en cuanto a canones (sic) de arriendo pagados por el señor RODRIGO ZULUAGA GÓMEZ”, como “arrendador” del bien inmueble rematado, amén de que, dicha normativa no ofrecía dificultad en su interpretación a un Juez de la República, ni le obligaba a realizar mayores elucubraciones sobre el deber ser de los preceptos.

Por manera que el retardo se aviene injustificado, al margen de la buena producción a que alude la funcionaria implicada, quien, en las diferentes oportunidades que tuvo el expediente para adoptar las decisiones a que había lugar, optó por mostrarse indiferente frente al descuido del auxiliar de la justicia, lo que robustece el criterio de la Sala en el sentido de que le faltó hacer uso de los poderes de ordenación e instrucción como directora del Juzgado y del proceso, lo que se deduce del mismo razonamiento depuesto por el a quo cuando refiere, que la Juez sancionada “nunca se dio a la tarea de revisar el proceso, pues de haberlo hecho, se hubiera percatado que en esos cuatro años [marzo de 2003 a febrero de 2007] el señor Piedrahita Rodríguez en su calidad de secuestre rindió informe alguno sobre su gestión como custodio y administrador del referido bien… cuando ya era necesaria y aun demorada la entrega del inmueble rematante, fue que procedió a requerir al auxiliar”.

Ahora, aduce la inculpada que “la mora sólo se cuenta a partir del momento en que ingresa el expediente al despacho”, empero, como bien se le anunciara en la segunda sanción de que fuera objeto por la misma falta –artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996-, “dada su condición de jefe [del despacho]…, le corresponde definir las medidas necesarias para el trámite de los procesos y estar al tanto de los mismos, máxime cuando ocurren situaciones como las que nos ocupan, en donde el proceso se entorpece por las determinaciones del funcionario.

Tales comportamientos indiscutiblemente contrarían la normatividad y atentan contra el principio de celeridad que rige las actuaciones procesales, pero además constituyen una clara vulneración a la prohibición contenida en el numeral 3 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, descubriendo su falta de cautela y celo en el cumplimiento de los deberes impuestos por la ley como Juez de la República, que le imponen actuar con apego absoluto a la normatividad y de manera particular respetar las garantías constitucionales de quien concurre a solicitar el servicio de justicia”
.

Finalmente, se tiene que con fundamento en los mismos supuestos de hecho que se dejaron mencionados, la primera instancia dispuso la formulación cargos por el incumplimiento del deber descrito en el artículo 153.2 de la Ley 270 de 1996, consistente en “desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeridad, eficiencia, moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo”.

Pues bien, debe señalarse que en lo que concierne a la falta que se dejó mencionada, la Sala considera que la conducta que se tuvo como sustento para edificarla, queda subsumida en el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, consistente en “retardar o negar injustificadamente el despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que estén obligados”, toda vez que si se considera cada una de ellas con autonomía e independencia se vulneraría el principio non bis in ídem, pues lo que se presenta en verdad es la figura que los penalistas definen como concurso aparente de tipos.

Para el mejor entendimiento del caso planteado es oportuno dejar en claro que según el profesor ALFONSO REYES ECHANDÍA el concurso aparente de tipos se presenta cuando una misma conducta parece simultáneamente encuadrada en dos tipos penales -en este caso disciplinarios- diversos y excluyentes, de tal manera que el operador jurídico, no pudiendo coetáneamente aplicarlos porque violaría el principio del non bis in ídem, debe resolver concretamente a cuál de ellos se adecúa el caso en estudio.

Sentado lo anterior, la Sala a diferencia de lo concluido por el a-quo en la sentencia apelada, considera que la falta de “solicitud, celeridad, eficiencia” que tipifica el numeral 2° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, queda subsumida en la conducta descrita en el artículo 154.3 in fine, en las cuales en efecto se le halló responsable a la enjuiciada, siendo claro que si bien su comportamiento aparentemente encajaría en los tipos legales, los últimos son de mayor riqueza descriptiva y subsumen al primero en virtud del principio de la consunción, al que echa mano la doctrina para solucionar esta clase de problema, resultando evidente que entre uno y otro no hay primacía en cuanto a la gravedad de la sanción porque para ambos se fijó la misma sanción.
Por consiguiente, está probado que la funcionaria inculpada, incurrió en las faltas disciplinarias descritas en los artículos 153.15 y 154.3 de la Ley 270 de 1996, al desconocer los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1°; 530, numeral 4°; y, 531, todos del Código de Procedimiento Civil, debiendo absolverse por la falta descrita en el artículo 153.2 ídem, como antes se dijo, por lo que se confirmará el fallo sancionatorio contra la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), únicamente en cuanto a los dos primeros preceptos que se dejaron mencionados y la sanción impuesta como pasa a verse: 
DE LA SANCIÓN A IMPONER

En lo que tiene que ver con la sanción, atendiendo a los principios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, se sustentará en los siguientes fundamentos:

1.- De un lado, la disciplinable reporta antecedentes disciplinarios de la misma naturaleza que no se pueden dejar de lado, pues fueron anteriores al proceder omisivo que ahora se reprocha; conforme quedó dicho, la Juez incurrió en faltas graves descritas en los artículos 153.15 y 154.3 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1°; 530, numeral 4°; y, 531, todos del Código de Procedimiento Civil.

2.- Ese servicio de administrar justicia está vinculado ontológicamente a los fines esenciales del Estado, de tal manera que la más mínima sospecha sobre la celeridad y pronta justicia de los servidores judiciales, puede generar una grave perturbación del servicio; 

3.- En el presente caso, se trata de una Juez del Circuito, cuya jerarquía en la Rama Judicial es incuestionable, pues se halla en un punto intermedio de la estructura funcional de la judicatura, lo cual le impone un mayor celo y respeto por el ordenamiento jurídico y un compromiso ético más elevado.

Ha de decirse, en cuanto atañe a la forma de culpabilidad, que la Sala de instancia, al formular este cargo contra el disciplinable, hizo la imputación a título de culpa, pues la imputada no observó “la debida diligencia para proceder a la entrega del bien inmueble”, amén de que, “con la omisión de dar trámite eficaz, oportuno y eficiente con relación a una orden proferida por ella misma sin ejecutar las diligencias necesarias para hacerla cumplir, infringiendo las funciones propias de su cargo, las cuales se han visto incumplidas, y con ello se ha podido ocasionar menoscabo a los intereses de la aquí quejosa… y al Estado mismo en el últimas es el garante de la efectividad de las actuaciones judiciales”.
Finalmente, se colmaron los requisitos previstos en el artículo 142 del CDU para proferir sentencia sancionatoria, pues se tiene la certeza sobre la existencia objetiva de las faltas y el grado subjetivo de responsabilidad con que actuó la  disciplinada. Las faltas se calificaron de conformidad con los criterios establecidos en la Ley 734 de 2002 y se impuso la suspensión del cargo por dos (2) meses, sanción que, al margen del concurso aparente que condujo a la absolución de la falta descrita en el artículo 153.2 de la Ley 270 de 1996, se aviene consecuente y razonable frente a la actividad probatoria allegada, al tenor de lo previsto por los artículos 44.2 y 45.2 de la misma ley disciplinaria.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

MODIFICAR el fallo proferido el 15 de diciembre de 2010 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Sucre, en el siguiente sentido:

PRIMERO.-  CONFIRMAR el fallo que declaró disciplinariamente responsable a la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), como autora a título de culpa de las faltas descritas en los artículos 153.15 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 530, numeral 4° y 531 del Código de Procedimiento Civil; y 154.3 ídem, al desconocer los artículos 9, numeral 4° literal c); 11; 37, numeral 1°; 39, numeral 1° del C. P. C., al tenor de lo previsto en el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de este proveído.

SEGUNDO.- ABSOLVER a la doctora GAVIRIA OCHOA de la falta descrita en el artículo 153.2 de la Ley 270 de 1996, conforme a lo dicho.

TERCERO.- Como consecuencia de lo anterior, CONFIRMAR LA SANCIÓN DE SUSPENSIÓN por el término de dos (2) meses, a la doctora LUZ MARINA GAVIRIA OCHOA, identificada con la cédula de ciudadanía número 45.455.291, en su condición de Juez 2ª Promiscuo del Circuito de Corozal (Sucre), conforme a las consideraciones anteriores. 
CUARTO.- Notifíquese esta decisión a la disciplinable, informándole que contra ella no procede recurso alguno, conforme a lo dispuesto en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.

QUINTO.- Ejecutoriada la presente sentencia, comuníquese a la Oficina de Registro y Control de la Procuraduría General de la Nación, a las Presidencias de las Salas Administrativas del Consejo Superior de la Judicatura y Seccional de la Judicatura de Sucre y al Tribunal Superior de Sincelejo, conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y 221 de la Ley 734 de 2002.
SEXTO.- Devuélvase el expediente al Seccional de origen para lo de su cargo.


      NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS         

Presidente
JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO     JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

                       Vicepresidente                                           Magistrada

    ANGELINO LIZCANO RIVERA             MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

                 Magistrado                                                    Magistrada

JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
              Magistrado                                                               Magistrado

                                                 YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

                                                       Secretaria Judicial

� Integrada por los Magistrados, doctores Olga Fanny Pacheco Álvarez (Ponente) y Rodolfo Castilla Escobar.


� Fls. 21y 22 Ib. 


� Fl. 21 expediente No. 700011102000201000047 00


� Fls. 34 y 37 cuaderno de 1ª instancia. 


� Fl. 29 Ib.


� Fl. 108 Ib.


� “ARTÍCULO 530. APROBACIÓN O INVALIDEZ DEL REMATE. (…) 





En el auto que apruebe el remate se dispondrá, además:





(…) 





4. La entrega por el secuestre al rematante de los bienes rematados”.





� “ARTÍCULO 531. ENTREGA DEL BIEN REMATADO. Si el secuestre no cumple la orden de entrega de los bienes dentro de los tres días siguientes a aquel en que la reciba, el rematante podrá solicitar que el juez se los entregue, en cuyo caso la diligencia deberá efectuarse en un plazo no mayor a quince días después de la solicitud. En este último evento, no se admitirán en la diligencia de entrega oposiciones ni será procedente alegar derecho de retención por la indemnización que corresponda al secuestre en razón de lo dispuesto en el artículo 2.259 del Código Civil, la que le será pagada por el juez con el producto del remate, antes de entregarlo a las partes”. (Negrillas fuera de texto).





� “ARTÍCULO 37. DEBERES DEL JUEZ. Son deberes del juez: 


 


1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y procurar la mayor economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad por las demoras que ocurran (…)”.  





� “ARTÍCULO 39. PODERES DISCIPLINARIOS DEL JUEZ. El juez tendrá los siguientes poderes disciplinarios: 


 


1. Sancionar con multas de dos a cinco salarios mínimos mensuales a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución. (…)”.





� “ARTÍCULO 4. CELERIDAD Y ORALIDAD. <Incisos 1 y 2 CONDICIONALMENTE exequibles> La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria”. (Negrillas y subrayas fuera de texto).





� “ARTÍCULO 7. EFICIENCIA. La administración de justicia debe ser eficiente. Los funcionarios y empleados judiciales deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos a su cargo, sin perjuicio de la calidad de los fallos que deban proferir conforme a la competencia que les fije la ley.





No obstante la perentoriedad y cumplimiento de los términos procesales de que trata el artículo cuarto, cuando existan procesos en curso en que puedan verse afectados el orden o el patrimonio público, la seguridad nacional, o la de establecimientos de reclusión, o cuando involucren hechos, causas y fallos similares reiterados por la jurisprudencia, el juez, el magistrado o la respectiva corporación competente podrá disponer la alteración de los turnos de forma que se permita la pronta y ágil solución de tales causas.





Igualmente, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá reasignar funcionarios o empleados judiciales, y crear cargos, juzgados y tribunales de descongestión, liquidación o depuración con competencia material específica, territorial o nacional”.


� C.a.1.


� Fls. 78 – 80 cuaderno de 1ª intancia.


� Fls. 75 -77 Ib.


� Fls. 81 – 84 Ib.


� Fls. 97 y 98 cuaderno de 1ª instancia. 


� C.a.2 y 3.


� C.a.4. - 6.


� Fl. 150 c.a.1.


� Fl. 166 Ib.


� Fl. 300 c.a.1.


� Fl. 314 Ib.


� Fls. 75 – 77 cuaderno de 1ª instancia.


� Fl. 301 c.a.1.


� Fl. 79 cuaderno de 1ª instancia.


� CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Providencia del 17 de julio de 2009, aprobada mediante Acta No. 74 de la fecha. Expediente No. 700011102000200500260 01. M.P. doctor PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO.
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